STJSL-S.J. – S.D. Nº 047/16.-

---En la Ciudad de San Luis, a treinta y un días de marzo de dos mil dieciséis, Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “SIRONE, LUIS BARTOLO c/ BLANCO RICARDO LUIS s/ LABORAL s/ RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX Nº 172912/5.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA.-

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C.?

III) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse, la interpretación que debe hacerse del caso en estudio, o la jurisprudencia contradictoria a unificar?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

 V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: 1) Que a fs. 205, la demandada interpone Recurso de Casación en contra de la Sentencia Definitiva Nº 72 de fecha 23/09/2011 (fs.197/200), dictada por la Excma. Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral de la Tercera Circunscripción Judicial, que resuelve rechazar el recurso de apelación, confirmando en todas sus partes la sentencia definitiva recaída en autos, en cuanto hizo lugar parcialmente a la demanda, condenando a su parte a abonar al actor los rubros: indemnización por antigüedad, preaviso, SAC 1° y 2° semestre 2002 y 2003, vacaciones período/03 (14 días), art. 1 Ley N° 25.323, art. 16 Ley N° 25.561, con más intereses desde la fecha del distracto hasta su efectivo pago.
En la fundamentación de fs. 209/211, arguye las causales de los incs. a y b del art. 287 del CPC y C. y afirma que la Alzada aplicó una norma que no correspondía e interpretó erróneamente una norma legal.

Señala como normas afectadas los arts. 23 y 57 de la Ley de Contrato de Trabajo, y afirma que el primero no es aplicable en autos, siendo su interpretación distinta a la dada por el sentenciante; en tanto es la prestación de servicio, actividad desplegada por el trabajador hacia un tercero, lo que hace presumir la existencia de contrato de trabajo, no la actividad desplegada por terceras personas (en el caso, Liliana Flores y Roberto Antonio Benítez), como erróneamente ha fijado el fallo para justificar la ausencia total de prueba respecto de la prestación de servicio.

Asimismo, sostiene que erróneamente se aplica el art. 57 LCT que requiere para su operatividad un SILENCIO del empleador, ya que su parte ha rechazado en tiempo oportuno en todas sus partes, por improcedente y malicioso el reclamo del actor; a lo que aduna que la presunción contemplada en la norma solo opera cuando se trata de un empleador, es decir que debe existir y probarse una relación de dependencia para que proceda, y ello no ha sido acreditado.

Por último, señala que con las erradas interpretaciones referidas precedentemente, se ha utilizado la presunción iuris tantum en contra del demandado y como único sustento de la sentencia, ante la absoluta ausencia de prueba en relación a la supuesta prestación de servicio.

2) Corrido el traslado de ley (fs. 219) el actor no contesta.

3) A fs. 252/254 vta., dictamina el Sr. Procurador General  pronunciándose por la improcedencia formal del recurso al considerar que: “no se han dado cumplimiento a los establecido en el art. 287 del C.P.C., ya que no surge de los agravios del recurrente la no aplicación de una ley o norma que correspondía, o la aplicación de la que correspondía o que se hubiera interpretado erróneamente una norma legal.” (sic).
4) Que encontrándose los autos en estado de dictar sentencia, corresponde en esta primera cuestión, examinar el cumplimiento de los recaudos formales que hacen a la admisibilidad del recurso de casación.

Centrado en este análisis advierto, que el recurso fue interpuesto y fundado en término (Cfr. constancias de fs. 203, y cargos de fs. 205 y 211 vta.); la resolución impugnada es sentencia definitiva en los términos impuestos por el art. 286 del CPC y C., y la parte recurrente acompañó constancia del depósito exigido por el art. 290 del  CPC y C. (fs. 204), por lo que, en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el art. 301 inc. a del CPC y C considero, que el recurso de casación es formalmente admisible.

En consecuencia, a esta PRIMERA CUESTIÓN VOTO por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Presidente Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: En el análisis de esta segunda cuestión, no es ocioso recordar que el remedio recursivo intentado “solo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por la ley.” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación”, 2ª  Edición, p.213).

Sentado ello, cabe examinar si en el sub lite existe un “motivo” legalmente autorizado para recurrir en casación, pues de no ser así, el recurso devendría improcedente.

Que sobre el punto, comparto los fundamentos del Sr. Procurador General, en  especial, los expresados en el último párrafo de su dictamen, en cuanto señala que no se ha dado cumplimiento a los establecido en el art. 287 del CPC y C.; ya que no surge de los agravios del recurrente que se haya dejado de aplicar la ley o norma que correspondía, o la aplicación de una norma que no correspondía, o que se hubiera interpretado erróneamente una norma legal.

En efecto, la argumentación contenida en el escrito introductorio no revela una violación o errónea interpretación legal, sino que por el contrario, pone de manifiesto la sola discrepancia del recurrente con la valoración de las pruebas efectuada por la Excma. Cámara para tener por acreditada la relación laboral, y esta es una cuestión privativa de los jueces de mérito y ajena al recurso de casación.
Es copiosa la jurisprudencia que se pronuncia en tal sentido resolviendo: “La falta de acreditación de la relación laboral es una cuestión de hecho y prueba ajenas a la casación, que quedan limitada a los jueces de grado, siempre que no exista violación o errónea aplicación de la ley.” (Tribunal Superior de Justicia, Santa Cruz. Lorenzatti, Alfredo vs. Mirot Medicina Privada S.A. y otro s. Laboral - Recurso de casación, 19-03-1999; Sumarios Oficiales Poder Judicial de Santa Cruz; RC J 950/13, en www.rubinzal.com.ar, acceso el 27/11/15); “La evaluación del material probatorio y de las circunstancias fácticas que concurren para determinar la existencia -o no- de un vínculo de naturaleza laboral, es privativa del Tribunal de Trabajo, y las conclusiones que en dicho marco éstos expongan no son revisables en Casación, salvo absurdo.” (Suprema Corte de Justicia, Buenos Aires, Hahn, Oscar Eduardo vs. Barcos, Hugo y otra s. Despido y cobro.30-06-2010; Jurisprudencia de la Provincia de Buenos Aires; RC J 9360/12, en www.rubinzal.com.ar, acceso el 27/11/15)
Por su parte, innumerables han sido los precedentes en los que este Alto Cuerpo ha decidido: “Si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado. La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio.” (ver entre otros: STJSL-S.J.–S.D. Nº 022/14 “ABERASTAIN, GUSTAVO ARIEL c/ SERVITRANS S.R.L. y OTROS s/ DEMANDA LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” Expte. Nº 12-A-13 – IURIX Nº 128648/9, del 13/02/2014).
Por lo expuesto, y siendo que ninguna de las causales previstas por el art. 287 del CPC y C. se verifica en el sub lite, corresponde el rechazo del recurso de casación, por lo que VOTO a esta SEGUNDA CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Presidente Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-
A LA TERCERA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no cabe su tratamiento. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Presidente Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-
A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Que atento como se han votado las cuestiones anteriores corresponde rechazar el recurso de casación. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Presidente Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-
A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Las costas se imponen al recurrente vencido (arts. 111 C.P.L. y 68 CPC y C.). ASÍ LO VOTO. 
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Presidente Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-.

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, marzo treinta y uno de dos mil dieciséis.-

Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación.
II) Costas al recurrente vencido.-

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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